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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno RODRIGO GUARÍN GIRALDO contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el día tres (03) de febrero de dos mil seis (2006), por medio del cual no se le modificó la sentencia proferida en su contra.

1.- PROVIDENCIA 

El Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, se pronunció de manera negativa frente a las peticiones hechas por el interno para que se declarara que no era penalmente responsable al no haberse demostrado su intención de delinquir, que se aminorara la pena por haber confesado su delito; pero además, sobre su manifestación de no haber tenido un juicio justo y haber sido su defensa muy deficiente. Para llegar a tal conclusión, tuvo en cuenta que:

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 79.1 de la Ley 600 de 2000, los Jueces de ejecución de penas no tenían la atribución de revisar procesos penales donde hayan sentencias ejecutoriadas, con el fin de dejarlas sin efecto o modificar la pena impuesta. Tampoco constituían tales despachos una tercera instancia donde se pudiera acudir para atacar las sentencias cuando existiera inconformidad con ellas; por demás, los servidores públicos y en concreto el funcionario judicial sólo podía hacer aquello que les está legalmente permitido (arts. 6 y 21 de la Constitución). Solamente se podría llegar a una modificación como la pedida, cuando se presentara un cambio de legislación para dar cabal aplicación al principio de favorabilidad, hipótesis que no se daba en el caso bajo estudio, pero además, tampoco se había producido la declaratoria de inexequibilidad de norma alguna o pérdida de vigencia, que permitieran una actuación excepcional en el sentido pedido por el sentenciado, por parte del Juez ejecutor de penas y medidas de seguridad.

2.- RECURSO 

Solicita el interno en el escrito pertinente, la nulidad de su condena por haberse violado los derechos humanos universales y las garantías procesales, consagrados en la Constitución Política, Código de Procedimiento Penal y el Convenio de Ginebra del doce (12) de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve (1949).

Refiere que en el penal, se encuentra en completo hacinamiento, “como gusanos en cosecha” y se queja de la vulneración del derecho a la salud por cuanto no se les brindan los medicamentos necesarios, exámenes y tratamientos correspondientes, razón por la cual la mayoría de la población reclusa permanece enferma de gripa, tos, fiebre y constantes escalofríos. Tal situación conlleva resentimiento contra la sociedad y sus jueces, en un ambiente donde no existe resocialización sino que se trata de una verdadera universidad del delito.

Refiere que se vio obligado a delinquir, ya que fue sacado de su casa en contra de su voluntad y que no es un delincuente ni ha querido serlo. Desea que los beneficios que le dan los derechos humanos, la Constitución y las leyes, se hagan extensivos para todos los reclusos.

Pide que no se tomen represalias ni sanciones contra sus jueces, pero recomienda que los mismos se reúnan para que recapaciten y corrijan tantos errores, ya que la mayoría de los detenidos están mal procesados y mal defendidos, sin que los defensores del pueblo casi en su totalidad, hagan nada por su situación.

En su largo escrito, continúa haciendo referencia a varios aspectos, como su arrepentimiento por el error cometido, su confianza en el Supremo Creador y a su condición de desplazado forzado, para finalmente pedir la nulidad de su proceso o en su defecto, la reconsideración de su condena y la libertad condicional.  

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Infortunadamente debe decir de una vez esta Sala que no pueden ser de recibo los planteamientos hechos por el sentenciado, tanto en su petición inicial formulada ante el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, como en el escrito de sustentación del recurso de apelación.

Tal afirmación brota de la propia situación jurídica del señor RODRIGO GUARÍN GIRALDO, no otra que la de encontrarse en este momento degradando la pena que se le impuso previo el agotamiento de un proceso penal que finiquitó precisamente con una sentencia condenatoria. Por manera, que como lo dedujo acertadamente el señor Juez en la providencia apelada, no estaba dentro de sus atribuciones la modificación del fallo, ni mucho menos, la disminución de la pena impuesta. Es res iudicata y debe acatarse.

Tampoco puede entrar la colegiatura a emitir pronunciamiento alguno sobre las  situaciones relatadas por el interno, en relación con las condiciones en que tanto él como los otros reclusos se encuentran dentro del centro penitenciario, mucho menos sobre su condición de desplazado forzado. En cuanto a lo primero –situación carcelaria-, debido a que son circunstancias que deben ser ventiladas directamente ante las autoridades penitenciarias, incluso, haciendo uso del derecho constitucional de petición en busca de la respuesta de la administración del penal. Con respecto a lo segundo -desplazamiento- es situación que quizá pudo ser alegada antes de que se profiriera la sentencia, pero a la hora de ahora, al haber hecho tal providencia tránsito a cosa juzgada, no es factible que el asunto sea estudiado por esta vía, dado que la sentencia emitida se encuentra en firme, goza de la presunción de legalidad y de manera normal no puede ser modificada por el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad o por esta Sala al actuar como su superior funcional.

Con todo, lo que se advierte de la actuación, es la gran confusión sobre la situación en que se encuentra el sentenciado, al punto que ha solicitado en varias oportunidades entrevistarse con el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, sin que en la foliatura aparezca constancia en el sentido de haberse satisfecho los requerimientos del recluso. Por ello, se impone garantizar una adecuada orientación y la asesoría que el interno requiere, para  lo cual, se solicitará en primera medida la colaboración del Asesor Jurídico del centro penitenciario donde se encuentra recluido el señor GUARÍN GIRALDO.

De todas maneras, si después de brindarse la respectiva asesoría el interno persiste en su deseo de atacar la sentencia que ahora lo tiene privado de la libertad, debe acudir a los mecanismos legales previstos para ello, en concreto a la acción de revisión, para lo cual de manera obligada deberá contar con la asistencia de un abogado que lo oriente sobre la posibilidad de acudir a tal mecanismo excepcional.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

Primero: CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fuera objeto del recurso de apelación.

Segundo: SE DISPONE solicitar la especial colaboración de la Asesoría Jurídica de la Cárcel de este Distrito Judicial, para que oriente al señor RODRIGO GUARÍN  sobre su situación jurídica y los mecanismos legales a los que puede acudir en procura de la respuesta a sus inquietudes de índole legal y de atención carcelaria.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                               IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
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